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SEÑORA PRESIDENTA (Montaner).- La Comisión de Transporte, Comunicaciones y Obras Públicas 
tiene el agrado de recibir a la delegación de la Asociación de Trabajadores de COPSA, integrada por 
los señores Roberto Roig, Presidente de la UNOT, Wilson Rodríguez, Directivo de la ATC, Juan 
Overlay, Secretario General de la ATC, Julio Barreto y Carlos Lucas, integrantes de la ATC. 


SEÑOR ROIG.- Agradecemos la diligencia con que nos han recibido para poder trasladarles la 
problemática que hoy está afectando a los trabajadores de COPSA. 


Concretamente, esta problemática comienza hace dos meses, con la destitución de un trabajador como 
consecuencia de un accidente de tránsito en el cual falleció uno de los accidentados. El accidente ocurrió en 
setiembre del año pasado y el trabajador fue hallado culpable por parte de la Justicia; cumplió su pena de 
prisión y fue liberado en enero de este año. A partir de esa fecha comenzaron las tratativas del sindicato con 
la empresa COPSA para reinsertar a ese trabajador. Si bien sabíamos que estaba impedido de poder conducir 
porque fue penalizado con el retiro de la libreta de conducir, entendíamos que ese trabajador podía ser 
reinsertado en otra tarea, en la cual ya se había desempeñado antes de ser conductor cobrador. La empresa, 
luego de varias dilatorias y de ir estirando las negociaciones, el 31 de julio nos comunica que el trabajador es 
destituido. Como consecuencia, se resuelve un paro, que es llevado a cabo por parte de los trabajadores de 
COPSA y de los accionistas. Para ser ilustrativos digamos que COPSA tiene 260 unidades en la calle, y ese 
día en que se llevó a cabo el paro de veinticuatro horas, la empresa pudo movilizar solo 14 coches. Creo que 
ese nivel de acatamiento de la medida está graficando que se entendió como totalmente injusta la destitución 
del trabajador. 


Nosotros entendemos que ese trabajador está siendo doblemente penalizado: por un lado, cumplió una pena 
establecida por la Justicia -que no discutimos- y, por otro, fue sancionado por la empresa. De este modo el 
trabajador -reiteramos- está siendo doblemente penado, relegándolo a la marginación, ya que se le está 
negando toda posibilidad de acceder al trabajo. 


Pero la conflictividad de COPSA no es solo por este trabajador -después nos explayaremos en torno a las 
condiciones laborales en que se deben manejar los trabajadores-, sino que se da también a raíz de la 
conformación de un "pool" entre las empresas COT y COPSA, que explotan el corredor que va de 
Montevideo a Punta del Este. Luego de la conformación de este "pool", COPSA decide la eliminación de 
todas las agencias -Tres Cruces, Maldonado, Piriápolis y Punta del Este-, con la consiguiente repercusión en 
cuanto a la pérdida de puestos de trabajo; estamos hablando de 15 a 20 trabajadores que iban a quedar en la 
calle. Frente a esto el sindicato decidió movilizarse para preservar los puestos de trabajo. Nosotros no 
hacíamos objeción a la conformación del "pool" siempre y cuando se mantuvieran los puestos de trabajo. 
Concretamente, lo que ha provocado este "pool" es una quita importante en los servicios que se brindan al 
usuario, ya que se han restringido los servicios que se prestaban diariamente desde Montevideo a Punta del 
Este en más o menos un 50%, lo que ha ido en detrimento de la calidad y de las condiciones para el usuario. 


Esta situación estaba avalada por un decreto del Ministerio de Transporte y Obras Públicas, de fecha 8 de 
mayo, que facultaba a las empresas a realizar una coordinación de servicios por la temporada de verano y 
durante ciento ochenta días. Pero acá no se habla en ningún momento de la conformación de un "pool" 
permanente con la creación de una nueva empresa "Bus del Atlántico", a través de otra sociedad anónima, 
SIPAN, que pasa a ser la concesionaria de estos servicios que se prestan. 


Nosotros entendemos que no ha habido un claro manejo de esta situación y que no se están atendiendo los 
requerimientos y necesidades de la población, que está pagando un boleto caro. Por eso hacemos este 
planteo, ya que aquí es donde hemos podido golpear, se nos abrió la puerta y se nos recibió para poder 
trasladar nuestras inquietudes. 


Con respecto a la situación conflictiva de COPSA, debemos decir que está apuntada por un detalle que es 
bastante grave y preocupante. Una vez tomada la resolución de destituir a este trabajador por causa del 
accidente, el Directorio de COPSA manifiesta que de aquí en más la empresa adoptará la medida de destituir 
a aquellos conductores que tengan accidentes graves. Entendemos que esta es una situación totalmente 
irregular, que agrega mucha más presión, inquietud y temor, porque el trabajador que sale a la calle lo hace 
con el temor de que, en caso de tener un accidente, primero puede llegar a cumplir pena de prisión y, luego, 
pesará sobre su cabeza la decisión de que será automáticamente destituido por COPSA. 


Por otro lado, también se nos hizo llegar la versión -aunque después quedó en agua de borrajas- de que 
COPSA, de aquí en adelante, no asumiría más las responsabilidades civiles de las demandas que pudieran 
surgir luego de un accidente. Creemos que esto agrava aun más la situación, porque a ese trabajador, que 
puede llegar a ser penalizado y que va a perder su trabajo, se le agrega el costo económico de una posible 
demanda civil. A esta altura, llegar a ser conductor de COPSA es prácticamente heroico. Esto lleva a que ese 
trabajador bloquee su mente y salga a trabajar sin pensar en nada, porque si realmente toma conciencia de 
todos los peligros que lo acechan, saldrá "shockeado". 


Por otro lado, queremos hacer hincapié y preconizar sobre las condiciones laborales, que es lo que da cabida 
a la idoneidad de esta Comisión. Las condiciones laborales se han visto muy deterioradas; estamos hablando 
de la asignación de tiempos a cubrir en recorridos anacrónicos, establecidos hace veinte años, cuando las 
unidades eran conducidas por conductores y acompañados por guardas. En el 95% de los casos hoy esa tarea 
en COPSA está siendo desempeñada por conductores cobradores. 


Para ser ilustrativo, voy a dar un ejemplo claro y gráfico. Al traslado de Montevideo a Pando, que es de 32 
kilómetros, se le asignan sesenta minutos. Tomemos en cuenta que desde la terminal de Río Branco a Pando 
se deben cumplir 80 paradas para ascenso y descenso de pasajeros y hay que hacer entre 35 y 40 cruces con 
semáforos; no tenemos cuantificados los lomos de burro, las cebras ni los cruces escolares. Imagínense la 
cantidad de tiempo que está faltando para la prestación de ese servicio. 


El trabajador está saliendo presionado porque tiene un horario asignado que debe cumplir y que está siendo 
exigido por la empresa y por los propietarios de los coches. Lo fundamental es que cubra los kilómetros que 
tiene asignados cada coche diariamente. Esta situación es lo que a ojos vistas del usuario o de un transeúnte 


común puede llamar a alarma, y se traduce en coches lanzados a gran velocidad. Sí, somos potenciales 
asesinos, pero no somos asesinos vocacionales. Las condicionantes que están dadas por el trabajo a llevar a 
cabo en COPSA hacen que estas unidades se deban desplazar a velocidades que en algunos casos son más 
que excesivas. Las condicionantes también están dadas por el hecho de que se deben superar los límites 
comerciales de velocidad. Estamos hablando de velocidades comerciales de 32 kilómetros por hora, que son 
bastante altas. 


También tenemos que destacar las garantías que se dan, no solo al trabajador que sale a cumplir una función 
en un coche de COPSA, sino a los usuarios y a los propios transeúntes y demás personas que circulan con 
vehículos por la calle. El estado mecánico de las unidades es bastante decadente, salvo el de las unidades 
nuevas. Pero no solo el estado es precario por el hecho de que el mantenimiento que se hace es muy limitado, 
sino porque las reparaciones que se hacen son parches y no soluciones de fondo. Para ello se argumenta la 
situación económica actual. Sabemos que la crisis afecta a todo el transporte, pero tenemos que decir que 
deben medirse las consecuencias que esto trae para el trabajador y para los usuarios que se están trasladando. 
Entendemos que no se cumple con los mínimos requerimientos. Anualmente, debe hacerse un chequeo de las 
unidades en SUCTA, que es preanunciado, por lo que los propietarios de los coches se encargan de 
acondicionarlos medianamente como para superarlo y luego vuelven a su estado natural de abandono, que 
pasa por carecer de elementos básicos que van a preservar la vida del trabajador y de los usuarios. 


Los coches carecen de barras estabilizadoras y últimamente el SUCTA aprueba los exámenes sin ellas, lo cual 
es sumamente grave. Estamos hablando de coches que transitan con hojas de elástico partidas y en los que el 
dibujo de las cubiertas es inexistente, es decir que están lisas. Cabe resaltar en cuanto al sistema de frenaje, 
que las pastillas se usan hasta frenar con los remaches. En algunos casos, las campanas -lo digo sin exagerar- 
se pueden llegar a deformar con solo golpearlas con la mano; se usan hasta que no tienen más utilidad. Nos 
estamos refiriendo a unidades que vacías pesan 13.000 kilos; si les ponemos 60 personas arriba estamos 
hablando de una cantidad respetable de casi 17.000 kilos. El sistema de frenaje que traen estos coches está 
previsto para 10.000 kilos. También queremos decir que estas unidades no son adecuadas para el transporte 
colectivo, porque tienen chasis de camiones con carrocerías de ómnibus. 


Queremos destacar que las condiciones de salud de los trabajadores se ven deterioradas en varios aspectos. El 
hecho de tener el motor adelante está produciendo en los conductores problemas auditivos severos. Al 
respecto, hay casos concretos de trabajadores que han perdido la audición. Asimismo, los sistemas lumínicos 
son deficientes. 


Todo este conglomerado de cosas hace un caldo de cultivo que puede resultar explosivo. Todos nos 
agarramos la cabeza cuando se producen accidentes en los que hay varios heridos y muertos. Todos decimos 
que eso no puede suceder, que ese trabajador es irresponsable, pero resulta que ese trabajador está siendo 
victimario de otros y a su vez es víctima de una especie de extorsión -no es exactamente la palabra, pero es 
muy similar- por las condiciones de trabajo que debe soportar. 


También debemos señalar que golpeamos puertas y no tuvimos eco; entendemos que el Ministerio de 
Transporte y Obras Públicas debería hacer un contralor más efectivo de los servicios que se están prestando. 
Actualmente, los inspectores del Ministerio de Transporte y Obras Públicas tienen la mera tarea de controlar 
si el conductor tiene puesto el cinto de seguridad, y a esta altura de los hechos resulta mucho más importante 
tener garantías de que esté en perfectas condiciones lo que tiene debajo del asiento. 


Por otra parte, consideramos que a este caldo de cultivo se debe agregar que la crisis económica que el país 
está viviendo hace que la competencia entre las empresas sea cada vez más feroz, que se llegue a un estado 
de desregulación total y se pirateen viajes. El Ministerio únicamente controla las salidas de la terminal. 
Entendemos que se debería buscar una regulación total del sistema de transporte, es decir, una regulación que 
establezca una coordinación de los servicios de las empresas, que no pase por una competencia feroz, un 
correteo entre unos coches y otros, dando un pésimo servicio a la población. 


Voy a dar un ejemplo. En Giannattasio y Márquez Castro, a determinada hora pasan tres coches juntos de las 
tres empresas que explotan ese corredor, y luego, por media hora no pasa ninguno. Pensamos que debe haber 
una regulación a fin de que se preste un servicio adecuado, eficiente y que evite esa competencia tan feroz 
entre las empresas. 


Además, creemos que no se está prestando un servicio eficiente a la población en la medida en que el costo 
del boleto es caro y no se atienden sus requerimientos y necesidades. Estamos hablando de una población que 
se ha incrementado en cifras récord a nivel de Latinoamérica en el área metropolitana. Para hacer frente a 
estos requerimientos es necesario llevar adelante un trabajo consensuado por parte de las autoridades, de los 
propios usuarios y de los trabajadores del transporte porque, de lo contrario, no se estará contemplando el 
interés general de la población. 


Para poner un ejemplo, hace unos dos años tuvimos conflicto en la empresa COPSA porque la empresa 
pretendía retirar las líneas que estaban prestando servicios sociales. Ante este hecho se tomaron algunas 
medidas y se movilizaron la ATC y la UNOT. Y la Intendencia Municipal de Canelones frenó la restricción 
del servicio porque de esa forma se eliminarían los servicios sociales. 


Es aspiración y motivo de nuestra lucha incrementar los salarios, que hoy están bastante deteriorados, pero 
tenemos claro cuáles son las reglas de juego. Por ejemplo, un conductor cobrador -que realiza doble tarea- 
percibe la tercera parte del costo de la canasta familiar. Esta es una cifra bastante pequeña para la 
responsabilidad que asume en esa doble tarea. Nuestra aspiración pasa por incrementar los salarios sin 
aumentar las tarifas porque sabemos que ello sería totalmente nefasto para la viabilidad de las empresas y 
para el propio sustento de los puestos de trabajo de los trabajadores del transporte. Lo que pretendemos es 
que se exonere alguna carga impositiva del boleto a efectos de viabilizar el funcionamiento de las empresas y, 
a su vez, incrementar el salario de los trabajadores sin castigar a la población que ya está sufriendo 
consecuencias visibles por la crisis económica que vive el país. 


Queríamos trasladar estas preocupaciones a la Comisión y hacerla partícipe de nuestras inquietudes a fin de 
que, en la medida de sus posibilidades, aporte alguna solución que tienda a mejorar un servicio público que 
hoy es deficiente, caro e irregular. Precisamente, nuestra aspiración pasa por establecer un marco regulatorio 
que nos dé cabida a todos, en pos de ofrecer un mejor servicio a la población que lo requiere. 


SEÑOR ROSSLI.- Me gustaría recibir más información acerca del "Bus del Atlántico", conocer cómo 
está constituida esta empresa y cuál es su razón social. Tengo entendido que se llama SIPAN y que es 
una sociedad anónima, pero no sé si se trata de una sociedad de sociedades anónimas. Para mí, esto es 
novedoso. 


SEÑOR ROIG.- Esta sociedad surge de un "pool" que conforman las empresas COT y COPSA. Esta 
sociedad se compone de la siguiente manera: un 65% de las acciones pertenece a COT y un 35% a 
COPSA. Por consiguiente, la cantidad de servicios que se prestan diariamente a Punta del Este tiene la 
misma proporción. En este momento se cumplen 30 servicios con destino a Punta del Este, Piriápolis y 
Maldonado, de los cuales 12 los realiza COPSA y 18 COT. 


Este "pool" cobra forma jurídica en la conformación de una nueva empresa, "Bus del Atlántico", cuya razón 
social es SIPAN S.A. 


SEÑOR ROSSI.- Este tema tiene muchos aspectos a analizar. Hay disposiciones que establecen el 
otorgamiento de los permisos y las frecuencias. Entonces, me gustaría saber cómo se operó el traslado 
de una parte del mercado de COPSA y otra parte del mercado de COT hacia una nueva empresa con 
sus permisos y frecuencias. No conocía la existencia de este "pool". Hay una serie de interrogantes en 
este sentido; quizás necesitemos solicitar más información porque esta es una cuestión nueva en el 
sistema de transporte metropolitano. 


Por otra parte, tengo la sensación de que acá hay una serie de problemas que se detonan a partir del accidente 
que tuvo un trabajador. Quisiera saber dónde ocurrió el accidente, en qué línea, cómo sucedió, qué 
características tenía el coche, si era de una línea que va a Punta del Este, si se trataba de un coche con motor 
adelante y qué modelo de unidad se manejaba. Tengo que suponer que el Juez procesó a este trabajador 
porque lo encontró responsable de ese hecho. Sabemos que la Justicia en este sentido está más severa; 
razones hay. Pero, en general, los Jueces tienen en cuenta los elementos atenuantes. Por tanto, me gustaría 
conocer la versión de ustedes sobre este asunto. Reitero: ¿cuál es la unidad que tuvo el accidente y qué 
características tiene? También quisiéramos saber si la unidad estaba en condiciones precarias -como las que 
ustedes denuncian- o si se encontraba en situación normal. 


En cuanto a la licencia de conducir, nos gustaría saber dónde había sido gestionada y qué características 
tenía. Me refiero a todo esto para contar con elementos que nos permitan tener ideas más objetivas. 


Creo que es de estilo -y se ha hecho norma- que en el sistema de transporte, por el hecho de tener un 
accidente, independientemente de su gravedad, el trabajador termina con su función. Puede haber 
barrabasadas y frente a ellas, debe asumir la responsabilidad que a cualquier trabajador se le puede exigir, 
pero en general los accidentes son parte de lo que sucede en la actividad. Por ejemplo, en una panadería, 
trabajando con determinadas máquinas, hay gente que inclusive ha perdido una mano y no lo hizo porque sí, 
sino accidentalmente. Entonces, debemos conocer bien cuáles fueron las características del accidente para 
poder evaluar si hay una medida de excesiva discriminación. El conductor tiene la suspensión de la licencia y 
efectivamente no puede cumplir esa función, pero se le puede buscar otra -no es el primer caso que ocurre; es 
bastante común- ya sea en el taller, como guarda o en la oficina, para que pueda seguir trabajando hasta que 
recupere su posibilidad de volver a manejar. En algunos casos, se establece que esa persona no debe volver a 
conducir, pero no por eso queda sin trabajo, porque de lo contrario, efectivamente se constituye una doble o 
una triple sanción, casi como una condena de cadena perpetua por haber tenido un accidente. 


Nos gustaría que nos brindaran estos detalles, a fin de ver si tenemos la posibilidad de hacer alguna gestión. 


SEÑOR DOMÍNGUEZ.- Nos gustaría introducirnos un poco más en algunos de los aspectos de la 
exposición del señor Roig. 


Por supuesto que todo lo que ha dicho el señor Diputado Rossi es cierto. Estamos ante una situación de 
salvajismo en cuanto al tratamiento del funcionamiento de los trabajadores. A esto nos va llevando la 
dinámica de la brutal crisis que estamos viviendo, pero el tema es que nos estamos acercando a extremos que 
son realmente alarmantes. Por eso me interesa que profundicen un poco más en lo que tiene que ver, por 
ejemplo, con la exigencia de la velocidad comercial. Se habla de 32 kilómetros por hora y de que el trayecto 
de Montevideo a Pando debe llevar una hora, con el ingrediente, además, de que no existen barras 
estabilizadoras en los vehículos. Quisiera saber qué línea inspectiva tiene el Ministerio porque esto es el 
desencadenante de lo que le ocurrió al trabajador que tuvo el accidente. 


Por otra parte, el Ministerio nos tiene que aclarar lo relativo a los permisos cuando se juntan dos empresas y 
qué hacen con las variaciones del funcionamiento de las líneas, porque ante una situación como esta el que 
queda atrapado es el usuario. 


Quisiera saber qué ocurre con un ómnibus que no tiene barras estabilizadoras. También quisiera saber qué 
pasa con el sistema de frenos. Me pregunto cómo pueden andar las unidades en la calle en esas condiciones y 
cuál es la línea inspectiva que tienen que recibir. Creo que tenemos una cantidad de deberes con relación al 
Ministerio referidos a estas cuestiones. 


Por supuesto que hay una serie de estimaciones para realizar, pero sería parte de una exposición que no viene 
al caso hacer ahora, aunque realmente es preocupante y daría para hablar mucho. Inclusive, lo relativo al 
planteo de COPSA en cuanto a la necesidad de bajar los impuestos -porque no se puede subir el boleto, y a su 
vez se necesita un mejor salario- pero me parece que lo central en este momento es ver qué pasa con estas 
cuestiones relacionadas con la seguridad. 


SEÑOR CASTROMÁN RODRÍGUEZ.- Creemos que el señor Roig ha sido harto elocuente en su 
exposición. 


Hemos venido siguiendo este tema e, inclusive, tenemos en nuestro poder la versión taquigráfica de la sesión 
de la Comisión de Legislación del Trabajo en la que, con lujo de detalles, se pone en conocimiento de sus 
integrantes de esta situación que, a nuestro juicio, es grave. Las denuncias que hacen los trabajadores son 
graves. 


Hay muchas interrogantes que ya fueron planteadas -tanto por parte del señor Diputado Rossi como del señor 
Diputado Domínguez- con respecto a la conformación de esta nueva empresa, y creemos que el documento 
que nos proporcionó la delegación va a ser de gran ayuda. 


Pensamos que acá hay una responsabilidad del Ministerio de Transporte y Obras Públicas al que, 
seguramente, deberemos convocar a esta Comisión para que explicite todo, lo que quedará registrado en la 
versión taquigráfica. 


Más allá de que tenemos ocho o diez preguntas que podríamos hacerles en virtud del material que nos 
dejaron ustedes y de la versión taquigráfica de la sesión de la Comisión de Legislación del Trabajo, nos 
queremos referir solo a tres o cuatro. En primer lugar, quisiéramos saber cómo se elige el Directorio de 
COPSA y quiénes son las personas que lo integran. En segundo término, algo que nos parece brutal -además 
del ejemplo que ponían del funcionario que tuvo el accidente en el que murió una persona, que pagó la 
condena establecida por la Justicia y que después fue despedido- y mucho más grave a los ojos de la 
sociedad, es el despido de una funcionaria embarazada, que motivó que ustedes se movilizaran desde el punto 
de vista gremial. Quisiéramos saber si volvió al trabajo o fue destituida. 


SEÑOR ROIG.- Fue reintegrada. 
SEÑOR CASTROMÁN RODRÍGUEZ.- Es una buena cosa. 


En cuanto a todas las denuncias que hacen con respecto al órgano de contralor creado por el Poder Ejecutivo, 
obviamente, son duras, graves y no me cabe duda de que lo que afirman lo pueden probar, pero nosotros 
tenemos la obligación de convocar a las autoridades del Ministerio o a quien corresponda para que den 
información a esta Comisión respecto a ese tema. 


El otro ejemplo que también nos parece fuera de lugar -por no utilizar algún término que no sea el correcto en 
el ámbito de la Comisión-, es el que ustedes ponían del recorrido desde Montevideo a Pando, que se les exige 
hacer en determinado tiempo, a pesar de que hay que tener en cuenta -como ustedes señalaban muy bien- las 
paradas que deben realizar y los semáforos existentes, sin contabilizar las cebras y los cruces donde hay 
escuelas. Seguramente la razón de esto es la rentabilidad. Es decir que a la empresa poco le importa si es una 
zona altamente transitada por vehículos, por peatones o por ciclistas; lo que le interesa al final de la jornada 
es que llegue el dinero que pretende cobrar en tiempos tan difíciles como los que hoy estamos viviendo. 


También se habla de la poca presencia de los inspectores del Ministerio de Transporte y Obras Públicas en los 
controles, salvo en las terminales. Estamos de acuerdo con el marco regulatorio porque el transporte en sí 
mismo es un problema brutal en el país; no hay una política nacional de transporte en cada una de sus áreas. 
No digo que lo vayamos a solucionar con esto, pero en todo caso tenemos la responsabilidad de empezar a 
buscar algunas puntas que nos permitan ir paliando estas situaciones que se plantean. 


Después la Comisión -en su conjunto o cada uno en forma personal- se va a interesar respecto a este nuevo 
"pool" de empresas, según el cual COT cubre 18 frecuencias en la línea del este y COPSA 12. En ese sentido, 
queremos saber si el responsable político, el Ministerio de Transporte y Obras Públicas, cumplió con la 
normativa. 


A nuestro juicio, esto no es tierra de nadie, sino que es tierra de todos. Buscaremos que surja claridad en esta 
situación que nos han planteado. 


SEÑOR AMARO CEDRÉS.- Creo que fue muy clara la exposición. 


En cuanto al episodio del accidente, coincido con el señor Diputado Rossi con respecto a que no es lo mismo 
que el conductor estuviera alcoholizado a que haya tenido el accidente por una fatalidad. Por más que haya 
habido un procesamiento, es diferente que se produzca un acto casi asesino a que se protagonice un 
accidente. Hecha la salvedad y teniendo argumentos, me parece que la mediación sería oportuna porque un 
accidente por fatalidad no puede ser la causa de adecuación de la cantidad de funcionarios de una empresa. 


Quisiera saber si el corredor al que se hizo referencia está cubierto también por otras compañías o si estamos 
hablando de un monopolio. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Nos afecta mucho la suerte del trabajador, pero los señores Diputados Rossi 
y Amaro Cedrés ya agotaron las preguntas a ese respecto. 


En cuanto a las malas condiciones vehiculares, debo decir que nada lo justifica desde el momento en que se 
está transitando, porque puede constituirse en un arma mortal. 


Por otra parte, quisiera saber si tienen idea de la disminución de venta de boletos que ha tenido la empresa en 
el período de un año, a fin de saber cómo están los ingresos y su presupuesto, y si no se ha invertido porque 
se ha retenido capital para otras cosas o porque realmente está sufriendo como consecuencia de la crisis. 


También quisiera saber cuántos accidentes han ocurrido en lo que va del año. 


SEÑOR ROIG.- Dada la vastedad de las interrogantes, trataremos de responderlas en un orden 
coherente. 


Primero que nada quiero señalar que el trabajador que tuvo el accidente es un conductor que realizó un curso, 
fruto de un convenio llevado adelante por el sindicato de COPSA, la Junta Nacional de Empleo y el CEPA, 
que es un instituto de conducción. Los trabajadores concretamos ese convenio como una posibilidad de 
reconversión en la medida de sus capacidades, para ir adecuando todos los trabajadores a los requerimientos 
que implica ser un conductor cobrador. Este trabajador del que estamos hablando tiene treinta y cuatro años, 
hizo ese curso y fue avalado profesionalmente. Cabe destacar que se trató de un accidente a raíz de una 
maniobra, quizá desgraciada, por evitar embestir a un ciclista. Por este motivo, el conductor dio un golpe de 
volante y embistió a otro coche que circulaba por la senda contraria. Eso provocó el fallecimiento de la 
persona que venía en el otro vehículo. No discutimos que puede haber sido una maniobra realizada con 
impericia. Queremos señalar que el sindicato tiene como una de sus premisas éticas fundamentales que en 
ningún caso va a defender a un trabajador alcoholizado. La primera responsabilidad de un conductor 
profesional es presentarse a trabajar en condiciones adecuadas, no solo por su propia responsabilidad, sino 
por las vidas que está trasladando. 


Quiero destacar que la unidad es un coche Viaggio, que tiene unos doce años, con el consiguiente desgaste; el 
mantenimiento que se le ha hecho es, a grandes rasgos, como para pasar los chequeos preanunciados. Cuando 
el coche se va a chequear al SUCTA, se sabe de antemano. Entendemos que eso se presta a una conducta 
irresponsable de parte de algunos propietarios en cuanto a maquillar ese coche para salvar el examen y seguir 
funcionando en condiciones irregulares. Entendemos que esos controles deben ser sin preanuncio, 
sorpresivos, y a las unidades que no estén en condiciones no se les debe permitir funcionar. 


Con respecto a la situación económico financiera de la empresa, no escapa a las reglas generales. Sabemos 
que la crisis mayor que se desató en junio del año pasado afectó las economías de todo el transporte. Pero 
entendemos que hoy esta situación está siendo sobrellevada. Cuando en algunas empresas ha habido caídas, 
podemos decir que COPSA está estabilizada. No decimos que la venta de boletos se haya incrementado, pero 
está estabilizada. 


En cuanto a cuándo surge la problemática, tenemos que destacar que fue hace dos años, con la consolidación 
monopólica del Directorio a través del grupo económico del señor Scaglione, que es un importante accionista 
de COPSA que cuenta con una gran cantidad de coches. Eso lleva a una hegemonía en las directivas que no 
da lugar a participación en la elaboración de planes a futuro por parte de los trabajadores, así como tampoco 
de los accionistas minoritarios. Esta situación ha sido más que evidente, y queda clara en la conflictividad de 
los trabajadores de COPSA que, desde hace dos años a esta parte ha sido muy elevada. Dicha conflictividad 
ha partido de destituciones arbitrarias, como la de una trabajadora que pertenecía a la línea del este -a raíz de 
la eliminación de agencias-, sin tomar en cuenta que estaba embarazada. 


SEÑOR ROSSI.- ¿Eso se concretó? 


SEÑOR ROIG.- Se llegó a concretar. Mediante la movilización de los trabajadores esa funcionaria fue 
restituida e inició un camino de demanda civil porque entiende que las condiciones a las que fue 
sometida no le permiten seguir siendo trabajadora de COPSA. Esa situación es más que elocuente 
acerca de cómo se toman las decisiones en COPSA. Desgraciadamente -usando una frase vulgar-, se 
mata primero y se pregunta después. 


SEÑOR ROSSI.- ¿Dónde fue el accidente? 


SEÑOR ROIG.- Fue en el kilómetro 21 de la Ruta Interbalnearia, frente a Haras del Lago. 


SEÑOR LUCAS.- Debemos aclarar que muchas veces los trabajadores no tenemos acceso a la 
información -nunca sabremos por qué ocurre esto-: nosotros pedimos información, la exigimos, pero 
nunca accedemos a ella. 


En cuanto al accidente del compañero, está claro que tuvo culpabilidad por una mala maniobra que realizó, 
pero también hay que señalar que estaba cumpliendo tareas en horario nocturno y debía volver a Montevideo 
para tomar un servicio. Las exigencias que la empresa impone a los trabajadores lleva a que, a veces, con 
mucha mala suerte, ocurran accidentes. 


A raíz de la aplicación de un decreto del Ministerio de Transporte y Obras Públicas de 2001 ocasionado por 
la crisis por la que estaba -y está- atravesando el sistema, se plantea la racionalización de los servicios. Los 
trabajadores no tenemos información concreta de lo que pasó con los permisos, cómo se formó la nueva 
sociedad anónima, en qué condiciones está -aparentemente es una financiera que administra el "pool"- y qué 
contratos hizo. Los trabajadores vemos con preocupación la reducción y la centralización de los servicios con 
lo cual, sin ninguna duda, quienes se ven perjudicados, en primer lugar, son los usuarios y después los 
trabajadores. 


Las empresas que hoy brindan ese servicio aumentan sus ganancias, y voy a explicar por qué. Al estar en una 
situación de crisis de capital, no aumentan el margen de ganancia, pero reducen los servicios y el kilometraje; 
entonces, se resiente el servicio. La cantidad de pasajeros que mueven está relacionada con lo que las 
empresas imponen al pasajero. ¿Qué significa esto? Por ejemplo, una persona va a Tres Cruces y pide un 
pasaje a Punta del Este. Como el coche está lleno y no hay más lugar, se le dice que debe esperar al próximo 
servicio; y si este ya está lleno, debe esperar el otro. Antes de esta reducción en el servicio, ¿qué hacían las 
empresas? Competían entre sí y, además, aumentaban la cantidad de unidades y el kilometraje, en aras del 
servicio. 


En el caso de los servicios suburbanos, cualquier persona que se pare en la Ruta 5, 8, en la Interbalnearia o en 
la avenida Giannattasio puede comprobar la competencia que hay en la prestación de estos servicios. Se dice 
que es una mejor oferta, pero es al revés: se presta un muy mal servicio. Esa competencia -"yo me llevo más 
pasajeros que el otro"- lleva a que los coches compitan entre sí, pero después, durante media hora o cuarenta 
y cinco minutos no aparece ninguna unidad que transporte a la gente. Entonces, con esta competencia ocurren 
los accidentes. 


ANETRA -la asociación de empresas de transporte- creó una empresa de seguros por la gran cantidad de 
accidentes que se da en el sector del transporte. Si bien en este caso no contamos con información, algo nos 
han "soplado". En algunas de sus cláusulas estableció que los responsables de un accidente serán los propios 
choferes y que se les trasladarían los costos ocasionados por el accidente. Hay que aclarar que cuando un 
chofer comete estos errores muchas veces se debe a las exigencias de la empresa. 


Queríamos aclarar a la Comisión que a veces no accedemos a la información pero la vida y el trabajo de 
todos los días nos dan algunas indicaciones. 


SEÑOR ROSSI.- Esta nueva empresa que, aparentemente, conforma este "pool", se formó en 2001, 
cuando se estaban procesando las transferencias de acciones entre los propietarios de COT S.A. Voy a 
poner un ojo bien de cerca en este asunto. 


Esto tampoco es ajeno a la compañía de seguros -que ya tiene unos años-, que está integrada por algunas de 
las empresas de transporte: al frente de ella aparecen los mismos empresarios. La proclamada y bendecida 
competencia en este caso -ni más ni menos que en el corredor a Punta del Este- no se da. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Agradecemos la información proporcionada por los visitantes. 


Se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


